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I. Introducción

Los derechos humanos en la sociedad actual cumplen con dos objetivos:1 pri-
mero, de plazo inmediato, ayudan a proteger la libertad de las personas frente 
a la opresión estatal y de otros actores sociales,2 a través de mejorar el cono-
cimiento y la efectividad del marco jurídico, esto es, sirven para hacer leyes 
que los protegen y crear instrumentos de justiciabilidad cuando no se cum-
plen; el segundo objetivo, es de mediano-largo plazo, son un instrumento de 
culturización, significando con esto, son herramientas que provocan cambios 
en la concepción del ethos, en la percepción social, ¿quien hubiera pensado 
hace 200 años que los derechos humanos se convertirían en el fundamento 
del Estado constitucional de derecho de nuestro tiempo? En pocas palabras, 
los derechos humanos son vía para la libertad de las personas.

Entendidos estos dos objetivos de los derechos humanos, señala Amartya 
Sen: la libertad es valiosa por, al menos, dos diferentes razones. Primero, 
más libertad nos da mayor oportunidad para conseguir nuestros objetivos. 
Segundo, inclusive podemos tener libertad para elegir la forma en que con-
seguiremos nuestros objetivos.3

La razón de vivir en una democracia como está declarado en nuestra carta 
fundamental, no sólo radica en el hecho de la participación, al nivel que esto 
signifique,4 sino más importante, que con nuestra participación nosotros 
somos libres de ofrecer al espacio público, la construcción de una verdad 

1		 En este sentido podemos ver: a) “Providing inspiration for legislation is certainly one 
way in wich the ethical force of human rights has been constructively deployed”; b) “The 
ethics of human rights can be made more effective through a variety of interrelated instru-
ments and a versatility of ways and meands. This is one of the reasons why it is important 
to give general ethical status of human rights its due, rather than locking up the concept of 
human rights prematurely within the narrow box of legislation”, ambos en Sen, Amartya, 
The idea of justice, USA, The Belknap Press of Harvard University Press, 2009, pp. 363 y 
366.

2		 Aunque en México aún no se da este paso pleno de la defensa de los derechos huma-
nos frente a los particulares, la última reforma constitucional al amparo, pero sobretodo la 
ley que se expidió con motivo de esta, es muy tímida a la hora de afrontar este problema. 
Cfr. Collí Ek, Víctor Manuel, “Derechos y empresas”, Reforma, México, 25 de abril de 
2013, p. 17.

3		 Sen, Amartya, op. cit., “Freedom is valuable for at least two different reasons. First, 
more freedom gives us more opportunity to pursue our objectives…Second, we may attach 
importance to the process of choice itself”, p. 228,

4		 Cfr. Ronsanvallon, Pierre, Counter-Democracy, Politics in an age of distrust, Uk, 
Cambridge University Press, 2008.
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cuyo objetivo fundamental es mantenernos libres, ese es el planteamiento 
inclusive del ginebrino cuando indicó el principio del contrato social.5

Ahora bien, si descubrimos que uno de los objetivos fundamentales del 
agregado social que denominamos Estado es la salvaguarda de las liberta-
des de los individuos que habitan en él y la actualización de las potencia-
lidades de los mismos, estos es, la satisfacción de aquello que consideran 
valioso y provechoso para realizarse como personas, entonces un elemento 
igualmente fundamental es la garantía del cumplimiento de todos esos ob-
jetivos.

Justamente cuando hablamos del único instrumento judicial de pro-
tección de derechos humanos de la persona, para la persona en México, 
que es el amparo, cuando lo confrontamos con estos dos objetivos de los 
derechos humanos, se convierte en un gran catalizador de su respeto y 
por tanto del goce de la libertad. Como instrumento de justiciabilidad es 
herramienta inmediata y como instrumento de cultura, desde la autoridad 
y desde la sociedad que tome plena conciencia de su uso real, es educador 
de nuestra sociedad. De ahí la importancia de democratizarlo al máximo.

En este sentido, la consolidación, el perfeccionamiento de nuestro único 
medio de defensa de las libertades individuales debe ser un objetivo prima-
rio. Pero proyectar es comprender el pasado, por tanto, si queremos propo-
ner tendremos que analizar donde hemos estado.

El presente estudio obedece a esas líneas fundamentales, reconocer que 
el objetivo de la sociedad y su organización es ofrecer al individuo las opor-
tunidades necesarias para ser libre, pleno y feliz, y por el otro, diagnosticar 
la situación del único medio de garantía de esa libertad que existe a nivel 
organizativo social, que es el amparo, para poder estar en una posición de, 
en una segunda fase y con análisis más profundos, se puedan ofrecer algu-
nas propuestas para perfeccionar esta garantía valiosa de nuestro derecho 
mexicano, y pueda cumplir mejor su finalidad inmediata y a largo plazo.

Instrumentalmente hablando el objetivo del presente estudio es mo-
desto, pretende analizar la evolución y sus razones de la figura del am-
paro, teniendo como único eje la norma fundamental vigente en nuestro 
país y el umbral de tiempo, la Constitución mexicana vigente, o que se 

5		 “Encontrar una forma de asociación que defienda y proteja con toda la fuerza común, 
la persona y los bienes de cada asociado. Y por la cual cada uno, uniéndose a los demás no 
obedezca más que así mismo y permanezca tan libre como antes. Tal es el problema funda-
mental al que da solución el Contrato Social.”, Rousseau, “El contrato social”, Escritos de 
Combate, Madrid, Alfaguara, 1970, p. 410.
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traduce en: a) el proyecto de Venustiano Carranza; b) el Congreso Cons-
tituyente de 1917; c) las reformas constitucionales de 1917 a 2013.

En este sentido, el análisis en grandes rasgos aborda instrumentalmente 
dos cosas, que en todo momento se pretenden rescatar. Hay diversas estruc-
turas en las reformas constitucionales, que obedecen a la realidad que se 
pretende afrontar, en algunas ocasiones, lo que se quiere mejorar es sólo el 
contenido de un artículo, o en otras una institución aislada, lo cual se tradu-
ce en un decreto que afecta a la norma fundamental en los artículos direc-
tamente relacionados con ella, pero en otras ocasiones, como observaremos 
en las reformas “judiciales”, la modificación de todo un sistema, presenta 
efectos en los subsistemas incluidos, en este caso, una “Reforma Judicial” 
tendrá efectos en una modificación en el amparo.

Esta visión como institución aislada y como parte de un sistema es lo que 
se pretende en todo momento rescatar en el estudio, por eso encontraremos 
dos partes principales en el análisis de cada modificación: a) el sentido ge-
neral de la reforma, y b) cómo este sentido general afectó a la institución 
del amparo en lo específico.

Claro que no está de más indicar que la institución del amparo tiene un 
trato específico en el texto constitucional, por lo que si queremos analizar 
su evolución en la carta fundamental, tenemos atender a dos disposiciones 
específicas, el 103 y el 107. Como observaremos el 103 sólo ha tenido dos 
modificaciones desde su aprobación en 1917, mientras que el 107 ha tenido 
14 modificaciones.

II. El proyecto de Carranza

Dos fueron muy evidentemente las preocupaciones expuestas del “Primer 
Jefe” en la exposición de motivos de la reforma constitucional presentada al 
Constituyente en materia de amparo. 

Bajo la bandera de la búsqueda de la protección de las garantías indivi-
duales reconocidas en la Constitución de 1857, se dictaminó que éstas eran 
constantemente vulneradas por esas dos razones que preocupaban a Carran-
za: por un lado, la cuestión cuantitativa, o la excesiva carga de trabajo que 
alentaba la resolución de los amparos, y por otro la cuestión política, las 
causas y consecuencias de que el amparo fuera procedente contra las auto-
ridades estatales y por tanto se vulnerara la soberanía de los estados.
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El discurso de Carranza ofrece una liga argumentativa clara sobre lo que 
quiere combatir en sus reformas al amparo, es un ciclo que se autodeter-
mina: 

1. El amparo se ha convertido en un recurso jurídico que sobrecarga el 
trabajo de los tribunales federales.

…las leyes orgánicas del juicio de amparo ideado para protegerlos, lejos de 
llegar a un resultado pronto y seguro, no hicieron otra cosa que embrollar la 
marcha de la justicia, haciéndose casi imposible la acción de los tribunales, 
no sólo los federales, que siempre se vieron ahogados por el sinnúmero de 
expedientes, sino también de los comunes cuya marcha quedó obstruida por 
virtud de los autos de suspensión que sin tasa ni medida se dictaban.6

2. Esta sobrecarga se debe a que los tribunales federales igual tienen que 
conocer por esta vía asuntos propios de las autoridades estatales —con la res-
pectiva consecuencia que es invadir la esfera de soberanía de los estados—. 

El recurso de amparo establecido con un alto fin social, pronto se desna-
turalizó hasta quedar, primero, convertido en arma política, y después, en 
medio apropiado para acabar con la soberanía de los estados; pues de hecho 
quedaron sujetos de la revisión de la Suprema Corte hasta los actos más in-
significantes de las autoridades de aquellos.7

3. Esta situación se da a partir de que las propias autoridades estatales, 
en su actuar vulneran las garantías constitucionales, lo cual convierte a la 
invasión de esfera de facultades en un “mal necesario”.

…en el fondo de la tendencia a dar al artículo 148 una extensión indebida, 
estaba la necesidad ingente de reducir a la autoridad judicial de los estados 
a sus justos límites, pues bien pronto se palpó que convertidos los jueces en 
instrumentos ciegos de los gobernadores, que descaradamente se inmiscuían 
en asuntos que estaban por completo fuera del alcance de sus atribuciones, se 
hacía preciso tener un recurso, acudiendo a la autoridad judicial federal para 
reprimir tantos excesos.9

6		 Marván Laborde, Ignacio, Nueva edición del Diario de los Debates del Congreso 
Constituyente de 1916-1917, t. I, México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2005, p. 
2.

7		 Ibidem, pp. 2 y 3.
8		 “Artículo 14. No se podrá expedir ninguna ley retroactiva. Nadie puede ser juzgado 

ni sentenciado, sino por leyes dadas con anterioridad al hecho y exactamente aplicadas a él, 
por el tribunal que previamente haya establecido la ley.”

9		 Marván Laborde, Ignacio. op. cit., p. 8.
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Este mismo hecho de la procedencia del amparo en razón del artículo 
14,10 que originalmente sólo se refería a juicios penales, con el paso del 
tiempo y con motivo de la evidente violación de garantías individuales pro-
venientes de juicios de naturaleza civil, hizo que se extendiera esa proce-
dencia a esta materia y por tanto se agravara tanto la cuestión de la invasión 
de la autonomía estatal, como la sobrecarga de trabajo.

…después de muchas vacilaciones y de resoluciones encontradas de la supre-
ma corte, vino definitivamente a extenderse a los juicios civiles, lo que dio 
por resultado, según antes expresé, que la autoridad judicial de la federación 
se convirtiese en revisora de todos los actos de las autoridades judiciales de 
los estados… y que debido al abuso del amparo, se recargasen las labores 
de la autoridad judicial federal y se entorpeciese la marcha de los juicios del 
orden común.11

El debate sobre la revisión por vía de amparo de las decisiones de los tri-
bunales de las entidades federativas fue una discusión que tenía sus raíces 
ya en la segunda mitad del siglo XIX y las lecturas tanto positivas como 
negativas eran ya claras desde entonces, se necesitaba definir la aporía entre 
búsqueda de una justicia eficaz y respeto de la soberanía de los estados.12

Esta última situación hizo a Carranza referirse a dos cosas en relación 
con el amparo en materia civil, primero denunciar la existencia de esta pro-
cedencia (cuando históricamente sólo se había reconocido para juicios del 
orden penal) y segundo, anotar los efectos jurídicos y sociales de una mo-
dificación en este sentido, como la del 12 de diciembre de 1908, al artículo 
102 de la Constitución de 1857.

En relación con lo primero señalaría:

Así se desprende de la reforma que se le hizo, en 12 de diciembre de 1908, al 
artículo 102 de la Constitución de 1857, reforma que, por lo demás, estuvo 

10		 Sobre los antecedentes del amparo y las consecuencias de la aplicación del 14 consti-
tucional véase Tena Ramírez, Felipe, “El amparo mexicano, medio de protección de los de-
rechos humanos”, Suprema Corte de Justicia de la Nación, Historia del amparo en México, 
t. I Referencia histórico doctrinal, México, 1999, pp. 215-241.

11		 Idem. 
12		 Cfr. Caballero, José Antonio, “De la marginalidad a los reflectores. El renacimiento 

de la administración de justicia en México”, Bizberg, Ilán y Meyer, Lorenzo, Una historia 
contemporánea de México, México, Océano-El Colegio de México, t. 3, 2009, p. 165.

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



251lA evolución constitucional del amparo en méxico

UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, Revista Mexicana de 
Historia del Derecho, XXVIII, pp. 245-279

muy lejos de alcanzar el objeto que se proponía, toda vez que no hizo otra 
cosa que complicar más el mecanismo del juicio del amparo.13

	E n relación con lo segundo:

El pueblo mexicano está ya acostumbrado al amparo en los juicios civiles, 
para librarse de las arbitrariedades de los jueces, que el gobierno de mi cargo 
ha creído que sería no sólo injusto, sino impolítico, privarlo ahora de tal re-
curso, estimando que bastará limitarlo únicamente a los casos de verdadera 
y positiva necesidad, dándole un procedimiento fácil y expedito para que sea 
efectivo, como se servirá ver la Cámara en las bases que se proponen para su 
reglamentación.14

La reforma de 12 de diciembre de 1908, que actualizó la redacción del 
primer párrafo y adicionó un segundo,15 señalaba lo siguiente:

Artículo 102. Todos los juicios de que habla el artículo anterior se seguirán, á 
petición de la parte agraviada, por medio de procedimientos y formas del or-
den jurídico, que determinará una ley. La sentencia será siempre tal, que sólo 
se ocupe de individuos particulares, limitándose á protegerlos y ampararlos 
en el caso especial sobre que verse el proceso, sin hacer ninguna declaración 
general respecto de la ley ó acto que la motivare.

Cuando la controversia se suscite con motivo de violación de garantías 
individuales en asuntos judiciales del orden civil, solamente podrá ocuparse 
ocurrirse á los tribunales de la Federación, después de pronunciada la senten-
cia que ponga fin al litigio y contra la cual no conceda la ley ningún recurso, 
cuyo efecto pueda ser la revocación.16

En ese sentido el proyecto de Carranza en materia de amparo consistía en 
la adopción de los artículos 106 y 107 (que serían aprobados como el 103 y 
107 por el Congreso Constituyente).

13		 Marván Laborde, Ignacio, op. cit., p. 8.
14		 Idem.
15		 Cfr. Flores, Imer, “La Constitución de 1857 y sus reformas: A 150 años de su promul-

gación”, en Valadés, Diego y Carbonell, Miguel (coords.), El proceso constituyente mexica-
no. A 150 años de la Constitución de 1857 y 90 de la Constitución de 1917, México, UNAM, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2007, p. 309.

16		 Idem.
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III. El Congreso Constituyente

1. Artículo 103 constitucional

En el Constituyente, la discusión sobre el que acabaría siendo el articulo 103 
constitucional (106 del proyecto de Carranza) se redujo a definir si había la 
posibilidad de proteger al municipio, esta postura seria defendida por el cons-
tituyente Fernández Martínez, voz que no sería escuchada y en consecuencia 
negada cualquier tipo de participación municipal en el juicio de amparo.

El 22 de diciembre de 1917 el artículo 103 fue sometido a debate, adop-
tando la propuesta de la comisión el dictamen hecho por Carranza, estable-
ciendo:

Artículo 103. Los tribunales de la Federación resolverán toda controversia 
que se suscite:

I. Pero leyes o actos de autoridad que violen las garantías individuales;
II. Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la 

soberanía de los estados;
III. Por leyes o actos de las autoridades de estos que invadan la esfera de 

la autoridad federal.17 

En contra de este dictamen se encuentra la propuesta realizada por el C. 
Fernández Martínez en donde pretende garantizar un municipio libre, ya 
que no se tomó en cuanta su propuesta la cual incluye al municipio contra 
actos que violen las garantías individuales, estableciendo:

…venir ante vosotros pedirnos, como lo hago en este momento, que garan-
ticéis la libertad del municipio en la iniciativa presentada por mí, el día 10 
del que cursa, en la que he solicitado de ustedes que el artículo 106 del pro-
yecto del ciudadano Primer Jefe, o sea el 101 de la Constitución de 57, sea 
reformado…18

Señalando en su iniciativa de proyecto de reforma:

Los Tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite:
I. Por leyes o actos de cualquiera autoridad que violen las garantías indi-

viduales;

17		 Diario de los Debates, periodo único, Querétaro, 22 de enero de 1917. t. II, núm. 68, 
p. 560 (énfasis añadido).

18		 Op. cit., p. 561.
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II. Por leyes o actos de cualquiera autoridad federal, que vulneren o res-
trinjan la soberanía de los Estados o la libertad de los municipios;

III. Por leyes o actos de las autoridades de los Estados, que invadan la 
esfera de la autoridad federal o que vulneren o restrinjan la libertad de los 
municipios;

IV. Por disposiciones o actos de las autoridades municipales que invadan 
las esferas de la autoridad federal o de los Estados.19 

Manifestando en contrario el C. Machorro Narváez que el hecho de que 
no se incluyera la iniciativa del C. Martínez es porque el apartado corres-
pondiente al municipio se analizaría en el artículo correspondiente y no en 
este que habla sobre el amparo. “La comisión tomó en cuenta la garantía 
que las autoridades municipales necesitan; pero, repito, lo hizo en el artícu-
lo 115 y no en el que ahora se discute, porque no creyó conveniente que el 
procedimiento de amparo se extendiera al caso del municipio”.20 

En cuanto a la importancia y la trascendencia histórica del constituyente 
Fernández Martínez, el maestro Manuel González Oropeza ha hecho algu-
nas observaciones como podemos leer en el siguiente texto:

En la sesión del 22 de enero de 1917, el diputado Fernández Martínez 
propuso que los tribunales de la Federación pudieran revolver las contro-
versias que se suscitaran entre los municipios y el gobierno de la entidades 
correspondiente, pero la segunda comisión de Constitución desecho de pla-
no su sugerencia por considerarla contraria a la sana distancia que debería 
haber entre la justicia y la política. En 1994, la Constitución se reformaría 
para recoger inconscientemente la propuesta de Fernández Martínez, y per-
mitir la controversia constitucional ante la suprema corte de justicia en el 
caso de una controversia entre municipio y estado.

Esta discusión fue muy corta llegándose a un total de 142 votos en fa-
vor de iniciativa de la comisión y uno en contra, siendo este de Fernández 
Martínez. 

2. Artículo 107 constitucional

Las discusiones del que terminaría siendo el artículo 107 constitucional (107 
del proyecto de Carranza) se dieron alrededor de un voto particular presen-

19		 Idem. 
20		 Diario de los Debates, periodo único, Querétaro, 22 de enero de 1917, t. II, núm. 68, 

p. 562. 
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tado por Heriberto Jara e Hilario Medina, el espíritu de este voto fue defen-
der la soberanía de los Estados, al negar la posibilidad de que los tribunales 
federales pudieran, por medio del amparo, conocer de los asuntos civiles y 
penales estaduales.

El 22 de enero de 1917 se emitió un dictamen referente al artículo 107 
constitucional. 

Dicho dictamen produjo una diferencia de opiniones en cuando al pa-
pel del amparo, dando como resultado un voto particular emitido por los 
CC. Heriberto Jara e Hilario Medina, este ultimo al defender la postura de 
su voto particular dijo que el dictamen de la comisión concede el amparo 
contra las sentencias definitivas, pudiendo la Suprema Corte conceder una 
apelación y volver a resolver dicha sentencia, esto quiere decir, que la Su-
prema Corte podría inmiscuirse en las sentencias pronunciada por los tribu-
nales, “defendemos la justicia local, el prestigio de los tribunales locales; 
queremos que haya perfecta división entre las materias civiles y penales y 
las materias constitucionales de que debe conocer la Corte…”.

Uno de los motivos por el cual Medina estuvo en contra del dictamen de 
la comisión es porque la intervención de la Corte altera la administración 
de justicia, ya que se le daría atribuciones a la Corte para conocer temas 
relacionados con asuntos civiles y penales, cuando a ésta sólo debería com-
peterle asuntos constitucionales.

La intervención de la Corte en asuntos que se tramitan en toda la Repú-
blica viene sencillamente a alterar la administración de justicia, y la Corte 
establece su jurisprudencia en materia civil y en materia penal, siendo que 
la corte debe conocer exclusivamente por su naturaleza, de cuestiones neta-
mente constitucionales.

Del mismo modo Medina señaló que otro de los contras del dictamen de 
la comisión era que los abogados que se encontraren en la ciudad de Méxi-
co, donde reside la Suprema Corte de Justicia, tendrían mayor influencia, 
ya que estos se encargarían de seguir el caso de amparo que ésta maneje. 

…todos los asuntos de la República se monopolizaran en la ciudad de Méxi-
co, en donde está la Suprema Corte de Justicia, y allí los abogados se hicieran 
los celebres de antaño, los de grande prestigio, con merma y perjuicio de los 
abogados de los Estados…

El secretario Lizardi sintetizó la idea del voto particular y del dictamen 
de la comisión. Jaime Pastrana estaba en contra del voto particular ya que 
señalaba que las garantías constitucionales debían estar resguardadas en el 
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Poder Judicial de la Federación y este debe ser único en toda la Republica y 
que si hubiera un poder judicial en cada estado de la república se crearía un 
desorganización, debiéndose conservar la unidad nacional. 

Si se destruya la unidad, por lo que toca al Poder Judicial, lo mismo po-
dríamos hacer con el Poder Legislativo, y así tendríamos en la Republica 
veintiocho Congresos, y el Primer Jefe, en lugar de haber convocado a un 
Congreso Constituyente habría tenido que convocar a elecciones a veintio-
cho congresos constituyentes en la República.

El constituyente Meza se encontraba en favor del voto, lo que se demues-
tra en sus indicaciones acerca de que sí debía haber jurisprudencia en los 
estados, siendo que el juicio de amparo sólo debe enfocarse a la violación 
de garantías individuales, por lo que se debe respetar que cada estado es 
independiente con sus tres poderes independientes de los que están en la 
Federación: “Tenemos que respetar ese sistema federal, en donde cada Esta-
do es independiente con su tres poderes independientes; en donde el Poder 
Judicial es un Poder independiente dentro de la soberanía de los Estados”. 

El Alberto M. González indicaría que la soberanía de los estados no se 
ataca cuando interviene la Suprema Corte en asuntos civiles o penales, ya 
que ésta sólo intervendría en casos en que se estén violentando las garantías 
individuales de cada persona. Sosteniendo el dictamen de la comisión Gon-
záles señaló que si se deja que otra reglamentación regule el amparo se de-
jarían sin resguardo las garantías de cada persona. “Si dejamos para después 
la reglamentación de la ley de amparo, si dejamos que una ley posterior 
venga a reglamentar este recurso tan importante, probablemente dejaremos 
sin resguardo las garantías individuales durante mucho tiempo”. 

Lizardi estaba en favor del dictamen de la comisión ya que estableció 
que la Suprema Corte de Justicia debe de resolver los casos ya sean civiles 
o penales, ya que en estos se pueden violentar las garantías individuales 
de cada persona. El constituyente Truchuelo, señalaría que el voto parti-
cular tiene errores y que según este debería suprimirse el amparo dando 
como razones que violenta la soberanía de los estados y que las personas 
sin recursos no podrían asistir hasta la ciudad de México donde se en-
cuentra la Corte para conocer el fallo de esta, cuestión que no sería ver-
dad ya que la gente no iría hasta la corte ya que el amparo se interpondría 
en el lugar donde radica la persona. 

Lejos de vulnerar la soberanía de los Estados, el amparo es una institución 
ligada íntimamente con nuestro sistema político, precisamente donde se de-
muestra el Poder Judicial… El amparo se interpone en el lugar donde reside 
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el individuo cuyas garantías individuales han sido conculcadas, y en la Supre-
ma Corte, no se necesitan personas, para nada, sea pobre o rico…

Respaldando lo anterior constituyente Macías sostendría que no hay ata-
que a la soberanía de los Estados, porque hay una Federación y como tal 
tiene cierto poder sobre los estados si no se acabaría con la Federación; la 
Corte debía conocer de amparos por violación de garantías individuales por 
tal motivo no se está inmiscuyendo en la soberanía de los Estados, de igual 
modo señaló que no habría necesidad que los que interponen amparo vayan 
hasta donde esta la Corte. 

Finalmente con una votación de 139 votos en favor del dictamen de la 
Comisión y con cuatro votos en contra y en favor del voto particular (de los 
CC. Jara, Medina, Meza y Ramírez G) se terminó la discusión del artículo 
107 Constitucional referido al amparo. 

IV. Primera reforma. Rediseño de la justicia

La primera reforma fue publicada en el Diario Oficial del lunes 19 de febrero 
de 1951, bajo la presidencia de Miguel Alemán Valdés. Bajo esta modifica-
ción se afectaron los artículos 73, 94, 97, 98 y 107. Fue propuesta por una 
iniciativa presidencial leída en la sesión del 1o. de noviembre de 1950 de la 
Cámara de Senadores.21

Es una reforma sistemática porque como señalaría el dictamen de las 
Comisiones de la Cámara de Senadores (en este caso cámara de revisora), 
en general afronta un rediseño de la justicia federal, por un lado y local (del 
Distrito Federal) por el otro. 

En cuanto al primero, la reforma se refiere a los temas de: inamovilidad, 
rezago, juicio de amparo.

En cuanto al segundo, el objetivo fue eliminar la inamovilidad devenida 
del nombramiento para un periodo indefinido por el de un nombramiento 
para un periodo definido de seis años, pudiendo ser reelectos.

Ahora bien, el rediseño igualmente significó la nueva conformación de 
un artículo 107 en relación con su composición original, fundamentalmente 
hay dos grandes rasgos en las modificaciones: a) la creación de los tribuna-
les colegiados y sus competencias, y b) el rediseño del amparo.22

21		 Cfr. Cámara de Diputados-LVII Legislatura, Derechos del pueblo mexicano, México, 
Miguel Ángel Porrúa, t. X, 5a. ed., 2000, pp. 582-619.

22		  El ministro José Ramón Cossío señala: “en lo que fueron las primeras reformas al 
amparo, se estableció que el tribunal colegiado conocería del juicio en contra de violaciones 
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Como encontramos en la iniciativa presidencial y que es un elemento 
fundamental para entender las razones y las consecuencias de las modifica-
ciones que iniciaría esta reforma “Las razones que justifican la creación de 
estos tribunales colegiados de circuito, son múltiples: estos tribunales co-
nocerán inmediatamente del rezago existente en la primera, tercera y cuarta 
sala de la Corte”. En este sentido la creación de los tribunales colegiados 
obedece a unas de las razones de fondo de la presente modificación, el tema 
del rezago o la sobrecarga de trabajo de los tribunales federales, pero prin-
cipalmente de la Suprema Corte de Justicia, con motivo de su competencia 
en materia de amparo.

Teniendo por tanto, la existencia de los tribunales colegiados para efec-
tos de ayudar con la sobrecarga de trabajo a la Suprema Corte, es claro que 
la iniciativa propondría las modificaciones constitucionales al 107 para de-
jar claro en qué consistiría este nuevo diseño de competencias. En general, 
señalaría la iniciativa:

Es necesario subrayar que estas nuevas normas de competencia para los 
diversos órganos del Poder Judicial de la Federación, se adapten sin perjui-
cio de atribuir a la Suprema Corte de Justicia el conocimiento del amparo en 
que se planteen problemas auténticamente constitucionales, ya sea a través 
de leyes impugnadas de contrarias a la magna carta o de actos de autoridad 
directamente violatorios de la Constitución.

Salvada esta idea de las competencias, las otras modificaciones plantea-
das al diseño del amparo, para eficientarlo y garantizar mejor los “derechos 
del hombre” por su medio, son en general las siguientes:

a) 	 La mejor ordenación de las materias de amparo (f. III, IV, V, VI,   
VII, VIII).

b) 	La ampliación de la procedencia de la deficiencia de la queja.
c) 	R eglamentar el amparo administrativo.
d) 	Establecer los presupuestos para la admisión de los recursos 

contra las resoluciones dictadas por los tribunales colegiados de 
circuito (f. IV).

e) 	A decuado tratamiento de la suspensión del acto reclamado (f. X).

de forma cometidas en la sentencia y la Corte si eran de fondo, se previó la caducidad de la 
instancia por inactividad procesal; se ampliaron considerablemente los supuestos de la su-
plencia de queja y se modificaron los de la suspensión.” La teoría constitucional de la Supre-
ma Corte de Justicia, México, Fontamara, 2004, p. 53. En esta obra encontramos un análisis 
de los antecedentes de esta reforma constitucional, básicamente la iniciativa presidencial de 
1944 y el anteproyecto de la Suprema Corte. Cfr. Caballero, José Antonio, op. cit., p. 166.
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f) 	E stablecer los casos en que fuera obligatoria la jurisprudencia, así 
como los requisitos de su modificación, determinar la salvedad en 
caso de tesis contradictorias (f. XIII).

g) 	Establecer el sobreseimiento cuando por abstención se demuestre la 
falta de interés en continuar el juicio, sólo para los casos civiles y 
administrativos (f. XIV).

h) 	Establecer la posibilidad de que el procurador de la República como 
el agente que designe puedan abstenerse de intervenir en los juicios 
de amparo, cuando el caso carezca de interés público (f. XV).

V. Segunda reforma. Amparo agrario

Publicada en el Diario Oficial del viernes 2 de noviembre de 1962, bajo la 
presidencia de Adolfo López Mateos, esta reforma sólo afectó al artículo 
107. Fue propuesta por una iniciativa presidencial leída en la sesión del 26 
de diciembre de 1959 de la Cámara de Senadores.23

En esta reforma se determinó constitucionalmente la procedencia del 
amparo agrario, adicionándose a las materias civil, penal o del trabajo.

En la sesión del 26 de diciembre de 1959, en la Cámara de Senadores, 
se dio lectura a una iniciativa presidencial que proponía convertir el juicio 
de amparo en un “verdadero instrumento protector de la garantía social” 
la cual se encontraba señalada en el artículo 27 constitucional y para esto 
proponía hacer una distinción con el sistema tradicional del amparo civil, 
mercantil, penal y obrero. 

Para lo anterior, se definía el “amparo agrario” (en términos de la expo-
sición de motivos de la iniciativa presidencial leída en la sesión del 26 de 
diciembre de 1959, en la Cámara de Senadores) como aquella instituida 
“para los casos en que los actos reclamados tengan o puedan tener como 
consecuencia privar total o parcialmente de sus tierras, bosques, pastos y 
aguas a los ejidos y núcleos de población que de hecho o por derecho guar-
den el estado comunal”.

En este sentido, de acuerdo con la iniciativa presidencial las caracte-
rísticas principales del amparo agrario serían: la suplencia de la queja, la 
inoperancia de la caducidad y del desistimiento, ya que al tratarse de un 
“interés público nacional… no puede quedar al arbitrio de la voluntad de un 
comisariado ejidal”.

23		 Cfr. Cámara de Diputados-LVII Legislatura, op. cit, t. X, 5a. ed., 2000, pp. 619-626.
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Es en la sesión ordinaria del 4 de noviembre de 1960 de la Cámara de 
Senadores donde se discutiría el dictamen de las comisiones encargadas 
de analizar esta iniciativa presidencial.

El dictamen indicaría que la iniciativa trataba de instituir el amparo agra-
rio, refrendando las ideas expuestas en la iniciativa en materia de la defi-
nición de los linderos del amparo agrario, la caducidad, la suplencia de la 
queja y el desistimiento.

El debate en la sesión se daría alrededor de la idea señalada en el decreto, 
de la posesión de “hecho” de los ejidos o núcleos de población.

En ese sentido Carranza Hernández preguntaría sobre la inclusión de esta 
hipótesis. Terán Mata, por parte de la Comisión Dictaminadora indicaría 
que las contiendas generadas a partir de la situación de la posesión de he-
cho debían ser resueltas por la autoridad administrativa, pero el dictamen y 
la iniciativa proponen la hipótesis de que trátese de hecho o derecho, cual-
quier parte pudiere interponer el amparo.

Ruiz Vasconcelos, apoyando la postura de Terán Mata señalaría que el 
dictamen sólo estaría adoptando el lenguaje ya planteado en la propia Cons-
titución, debido a que el artículo 27 fracción X vigente, hablaba ya de que 
los núcleos de población de hecho o por derecho guarden el estado comu-
nal, tendría capacidad de disfrutar las tierras, bosques y aguas que les perte-
necieren y en específico se estarían protegiendo a núcleos indígenas.

Lanz Duret propondría adherir “no procederá el desistimiento, el sobre-
seimiento por inactividad, ni la caducidad de la instancia, cuando se afecten 
situaciones de hecho o derecho de los ejidos o núcleos de población comu-
nal”, propuesta que no fue aceptada.

Después de la intervención de Hinojosa Ortiz, Vázquez Pallares y Ara-
gón Rebolledo, se aprobó el dictamen por unanimidad de 43 votos.

VI. Tercera reforma. Atacando el rezago

Publicada en el Diario Oficial del miércoles 25 de octubre de 1967, bajo la 
presidencia de Gustavo Díaz Ordaz, afectó los artículos 94, 98, 100, 102, 
104, 105 y 107. Fue propuesta por una iniciativa presidencial leída en la se-
sión del 19 de noviembre de 1965 de la Cámara de Senadores.24

Es una reforma que por el tema del rezago reorganiza la procedencia del 
amparo entre el tribunal pleno, las salas y los colegiados, en la exposición 

24		 Cfr. Cámara de Diputados-LVII Legislatura, op. cit., t. IX, 5a. ed., 2000, pp. 996-1149.
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de la reforma ya se hace una clasificación de los amparos (penal, adminis-
trativo, laboral, civil, agrario, etcétera).25

El sentido general de la reforma fue redistribuir las tareas encomendadas 
al Poder Judicial Federal encabezado por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación por la apremiante situación de rezago e insuficiencia de la Corte en 
dar oportuno desahogo a los trámites llevados ante ella, conservando incó-
lume la institución del amparo.

Es así que dos elementos fundamentales permean en el sentido de la 
presente reforma: 1. Limitar la jurisdicción de la Suprema Corte de Justicia 
al conocimiento de los asuntos de especial trascendencia. 2. Atribuir a las 
Salas la resolución de los amparos contra leyes de competencia del pleno y 
en donde éste hubiere fijado jurisprudencia.

El constituyente Andrés Serra Rojas, en la sesión del 19 de noviembre de 
1965, Cámara de Senadores, señalaría respecto de esto:

Esta es la solución que nos pareció más conveniente, una solución que 
se intenta en otros países; una experiencia que tiende a crear tribunales in-
termedios, a los cuales se desplaza un número determinado de asuntos que 
no necesariamente debe resolver la Suprema Corte. Entonces hay asuntos 
que por su importancia necesariamente correrán hasta la Suprema Corte, y 
esa resolución de la Suprema Corte tendrá que revertir, a través de la juris-
prudencia, sobre los Tribunales Colegiados y sobre los juzgados de distrito.

La modificación, en lo específico, al 107 contempló lo siguiente:
a) Fracción II, párrafo final. Se estableció que en los casos de suplencia 

de la queja, en juicios de amparo contra actos de privación a ejidatarios 
y comuneros de sus tierras, se regiría según lo indicado en los artículos 
103 y 107 constitucionales. También se reafirmó que no procedería la 
caducidad de instancia, ni el sobreseimiento por inactividad procesal, y 
tampoco el desistimiento cuando se traten de la afectación de derechos de 
los ejidos o núcleos de comuneros.

b) Fracción III. Se señaló que el juicio de amparo sólo procedería cuando 
se reclamen actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo en 
los casos siguientes: a) en materia civil cuando exista violación en el curso 
del procedimiento del recuso ordinario cometido en primera instancia e in-
vocada en la segunda instancia.

25		 Cossío, José Ramón, op. cit., pp. 56 y 57. José Antonio Caballero señala: “El nuevo 
arreglo establece que la Suprema Corte de Justicia iba a recibir los asuntos más importantes. 
El texto constitucional proporciona una serie de lineamientos que permiten definir cuáles 
son los asuntos que van a llegar a la Corte y cuáles se envían a los tribunales colegiados de 
circuito”, op. cit., p. 166.
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c) Se agregó la palabra “además” indicando que los Juicios de amparo, 
en relación con la fracción III, procederían en materia administrativa contra 
resoluciones que ocasionen un agravio no reparable (f. IV).

d) Fracción V. Se indicó por materias cuales serían los casos, en los que 
el amparo contra sentencias definitivas o laudos con violación cometida 
en el procedimiento o en la sentencia, debían ser promovidos ante la su-
prema Corte de Justicia de la Nación.

e) Fracción VI. Se estipuló que en los casos no contemplados en la frac-
ción V se regirían por la fracción VI, en la cual, se hallarían previstos los 
casos de amparo contra sentencias definitivas o laudos con violación en el 
procedimiento o en la sentencia y que debían ser promovidos ante el tribu-
nal colegiado de circuito. También se estipuló que los casos de la fracción V 
y VI se regirían por la Ley Reglamentaria del Juicio de Amparo.

f) Fracción VIII. Se ampliaron los casos en que la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación conocería de la revisión contra las sentencias que hu-
bieren pronunciado en amparo los jueces de distrito, además se ampliaron 
los casos en que los tribunales colegiados de circuito podrían conocer de la 
revisión.

g) Fracción XIII. Hubo una indicación de casos en se podría denunciar 
la contradicción de tesis, además de quienes la denunciaban y ante quienes. 

h) Fracción XIV. Se determinó en qué casos se decretaría el sobresei-
miento del amparo y la caducidad de la instancia.

VII. Cuarta reforma. Derechos de los menores e incapaces

Publicada en el Diario Oficial del miércoles 20 de marzo de1974 siendo pre-
sidente Luis Echeverría Álvarez y sólo se afectó al artículo 107. Iniciativa 
presentada por el presidente y leída en la sesión del 4 de diciembre de 1973, 
de la Cámara de Diputados.26

El objetivo de esta modificación fue como señalaría la iniciativa “lograr 
en favor de los menores e incapaces la derrama de la totalidad de los bene-
ficios inherentes a la expresada institución procesal”

Esta reforma que fue motivo de una iniciativa presidencial, tiene su ante-
cedente en el “Primer Congreso Nacional sobre Régimen Jurídico del Me-
nor”, en la propia iniciativa encontramos que la reforma constitucional sería 
sólo el primer paso “A esta propuesta seguirán otras, de igual o mayor tras-
cendencia”, igualmente encontramos lo siguiente:

26		 Cfr. Cámara de Diputados-LVII Legislatura, op. cit., t. X, 5a. ed., 2000, pp. 626-638.
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La iniciativa que se somete a vuestra soberanía, de merecer su aprobación, 
tenderá a lograr a favor de los menores e incapaces la derrama de la totalidad 
de los beneficios inherentes a la expresada institución procesal, invistiendo 
al Poder Judicial de la Federación, que conoce el amparo, además de la fa-
cultad de corrección del error en la cita del precepto o preceptos violados, la 
de intervenir de oficio en análisis del amparo, haciendo valer los conceptos 
que a su juicio sean los que conduzcan al esclarecimiento de la verdad y, en 
su caso, el amparo y protección de la justicia federa; de no ser asó, seguirían 
en estado de indefensión, por no tener quién los represente adecuadamente, o 
que, teniéndolo, la defensa sea en forma tal que los perjudique, por ineptitud 
o mala fe.

En este sentido se determinó que ppodría suplirse la deficiencia de la que-
ja en los juicios de amparo contra actos que afecten derechos de menores o 
incapaces, de acuerdo con lo que disponga la Ley Reglamentaria de los artí-
culos 103 y 107 de esta Constitución. 

VIII. Quinta reforma. Desaparición de los departamentos  
administrativos

Publicada en el Diario Oficial del martes 8 de octubre de 1974, bajo la pre-
sidencia de Luís Echeverría Álvarez. La reforma de esta fecha afectó los 
artículos 27, 43, 45, 52, 55, 73, 74, 76, 79, 82, 89, 104, 107, 111, 123 y 131. 
Iniciativa presentada por el Ejecutivo y leída en la Cámara de Diputados en 
la sesión del 3 de septiembre de 1974.27

Es una modificación que obedece a la modificación del status jurídico-
constitucional de Quintana Roo y Baja California Sur, específicamente su 
desaparición como “territorios” y el surgimiento de su personalidad como 
estados.

Esta reforma afectó la materia del juicio de amparo, en lo relativo a la 
hipótesis del conocimiento de la revisión de los tribunales colegiados de 
circuito y sus sentencias por la desaparición de los departamentos adminis-
trativos.

IX. Sexta reforma. Caducidad de la instancia

Publicada en el Diario Oficial del lunes 17 de febrero de 1975 siendo pre-
sidente Luís Echeverría Álvarez. Sólo se afectó al artículo 107. Iniciativa 

27		 Cfr. Cámara de Diputados-LVII Legislatura, op. cit., t. VI, 5a. ed., 2000, pp. 704-784.
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propuesta por varios senadores y leída en el Senado en la sesión del 19 de 
diciembre de 1974.28

Esta reforma obedece a la eliminación de la imposibilidad de la caduci-
dad de la instancia cuando se tratare de leyes y en materia civil y adminis-
trativa. Como indicó en el dictamen presentado a la Cámara de Senadores 
el 19 de diciembre de 1974: 

Por las anteriores razones las comisiones que suscriben estiman, ante la ne-
cesidad práctica de eliminar el rezago que padece el H. Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, que no es necesario conservar la excepción de 
improcedencia del sobreseimiento o la caducidad, como existe en el precepto 
cuya reforma se propone y, más bien, que la experiencia recogida desde las 
reformas de 1958, como se hace valer en la iniciativa, está exigiendo la nece-
sidad de eliminar el obstáculo tantas veces referido.

Esta modificación es interesante porque pone en la línea de evolución 
del constitucionalismo mexicano un tema de gran importancia para el de-
sarrollo del llamado Estado constitucional de derecho y la implementación 
de un sistema de defensa de la Constitución. Aquí vemos con claridad que 
la percepción de la relación Congreso-jurisdicción constitucional empieza 
a evolucionar precisamente hacia la consolidación de la segunda, esto lo 
podemos observar en la intervención del constituyente José Rivera Pérez 
Campos, en la sesión del 27 de diciembre de 1974 en la Cámara de Dipu-
tados:

…se mantuvo por un espíritu de gran respeto al Poder Legislativo. Es decir, 
se mantuvo que cuando se reclamara en el juicio la inconstitucionalidad de la 
ley, no existiera sobreseimiento del juicio ni caducidad de la instancia. Este 
homenaje a la eminencia del Poder Legislativo, sin embargo, ha creado en el 
Pleno de la Suprema corte un obstáculo…

X. Séptima reforma. Fuente jurídica de la competencia

Publicada en el Diario Oficial del lunes 6 de agosto de1979, fungiendo como 
presidente José López Portillo. Sólo se afectó el artículo 107. Iniciativa pre-
sidencial leída en la sesión del 19 de diciembre de 1978 en la Cámara de 
Senadores.29

28		 Ibidem, pp. 638-647.
29		 Ibidem, pp. 647-655.
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La idea fue determinar que sería la ley y no la Constitución la encargada 
de determinar la competencia para la Suprema Corte y los tribunales cole-
giados. La iniciativa fue modificada en las comisiones.

El eje central de la modificación fue la reglamentación de las competen-
cias en materia de amparo, específicamente si esta debía seguir siendo a 
nivel constitucional o si debería establecerse a nivel legal exclusivamente.

…es conveniente que sea el Congreso de la Unión el que, en las leyes secun-
darias, establezca la competencia entre los diversos órganos del Poder Judi-
cial de la Federación y no continúe esta materia de orden procesal, dentro del 
ordenamiento constitucional, cuyas modificaciones no deben plantearse al 
Constituyente Permanente ni efectuarse por razones como la distribución del 
trabajo entre los tribunales de la Federación.

El sentido general de esta modificación fue determinar que sería la Ley 
secundaria y no la Constitución la encargada de señalar la competencia para 
la Suprema Corte y los tribunales Colegiados. Se modificaron las fracciones 
V y VI del artículo.

Como indicaría la exposición de motivos de la iniciativa:

Para superar los problemas anteriores es conveniente la modificación del ar-
tículo 107 en sus fracciones V y VI, para que el Congreso de la Unión sea el 
que pueda actualizar, mediante las reformas conducentes a la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación y a la Ley Reglamentaria del Amparo, la 
competencia de las salas de la Suprema Corte y de los tribunales colegiados 
de circuito.

Esos “problemas anteriores” hacen referencia precisamente a la dispo-
sición constitucional sobre las competencias, de la Suprema Corte, de las 
Salas de esta y los tribunales colegiados.

En lo específico las modificaciones fueron las siguientes:
Fracción V. Se facultó al tribunal colegiado de circuito para aceptar 

amparos promovidos contra sentencias definitivas o laudos con violación 
en el procedimiento o en la sentencia misma, esta facultad se realizaría 
según las competencias que establezcan la Ley Orgánica del Poder Judi-
cial de la Federación o la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 
Constitucionales: 

1. 	E n materia penal se indicó que el amparo procedería sólo contra re-
soluciones definitivas dictadas por tribunales judiciales, federales, 
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del orden común o militares; en esta materia se suprimió la última 
parte. 

2. 	E n materia administrativa se anularon las limitaciones que pudie-
sen establecer las leyes secundarias. 

3. 	E n materia civil se anularon las limitaciones que pudiesen estable-
cer tanto las leyes secundarias como las de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación. 

4. 	E n materia laboral se agregaron los casos para interponer amparos 
cuando se reclamen laudos dictados por las juntas locales.

Fracción VI. Se indicó que en los casos de la fracción V se tramitaran 
conforme a la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 constituciona-
les. También se especificó el sometimiento tanto de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación como de los tribunales colegiados de circuito a lo es-
tipulado en los trámites y términos también de la Ley Reglamentaria de los 
artículos 103 y 107 constitucionales.

XI. Octava reforma. Fortaleciendo el amparo

Publicada en el Diario Oficial del lunes 7 de abril de 1986. Presidente: Mi-
guel de la Madrid Hurtado. La reforma de esta fecha afectó los artículos 106 
y 107. Iniciativa formulada por un grupo de senadores y leída en el Senado 
en la sesión del 29 de noviembre de 1985.30

Esta reforma plantea dos modificaciones en general al texto constitucional: 
1. Mediante una modificación al artículo 106 se permitió que los con-

flictos de competencia puedan ser resueltos también por los tribunales co-
legiados. 

Como se señaló en el dictamen presentado por las Comisiones Unidas y 
Puntos Constitucionales y de Justicia de la Cámara de Diputados en la se-
sión del 21 de diciembre de 1985.

Mediante la reforma que propone el Senado de la República, se pretende 
hacer posible que se extienda dicha facultad de dirimir conflictos competen-
ciales a los demás órganos que integran el Poder Judicial de la Federación, 
que son además de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que funciona 
en Pleno y en salas, los tribunales colegiados de circuito, los tribunales uni-
tarios de circuito y los juzgados de distrito, según lo establece el artículo 94 
de la propia Constitución general de la República.

30		 Cfr. Cámara de Diputados-LVII Legislatura, op. cit., t. IX, 5a. ed., 2000, pp. 480-493.
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2. Mediante modificaciones al 107 se adecuaron diversas instituciones 
para convertir este juicio en más protector.

Se indicó que en los juicios de amparo se tendría que suplir la deficien-
cia de la queja. Como se indicó en la exposición de motivos de la iniciativa 
presentada por un grupo de senadores: “…por cuanto se refiere a dar mayor 
amplitud a la institución de la suplencia de la queja deficiente en los juicios 
de amparo, y para impedir así la denegación de justicia por sólo razones 
formales y de carácter técnico”.

En los actos reclamados que aparejen como consecuencia la privación de 
tierras a núcleos de población se debería de recabar las pruebas que benefi-
cien a los afectados y se tendrían que hacer las diligencias necesarias para 
precisar los derechos agrarios. 

Se señaló que sí procedería el sobreseimiento y la caducidad de instancia 
en beneficio de los núcleos ejidales o comunales, ejidatarios o comuneros. 
No procedería el desistimiento ni el consentimiento cuando se afecten nú-
cleos de población pero sí procedería con acuerdo de la Asamblea General 
o por su consentimiento.

En este último sentido es ilustrativo lo que indicó la constituyente Rosa-
lía Peredo Aguilar en la sesión del 21 de diciembre de 1985 en la Cámara 
de Diputados:

…simple y sencillamente nos hemos opuesto a la existencia de un amparo 
agrario a favor de los terratenientes, porque consideramos que no sólo es in-
justo, sino que es una de las peores burlas a los campesinos que, después de 
que se la pasan 50 años tramitando ante la Secretaría de la Reforma Agraria 
los expedientes de solicitudes de dotaciones o ampliaciones, un juez en me-
nos de 8 a 15 días, eche al suelo una resolución presidencial, consideramos 
esto como una de las más grandes violaciones a los derechos conquistados 
por los campesinos, podríamos citar muchos ejemplos, el caso del pobla-
do Bonifacio García del municipio de Tlaltizapán en el estado de Morelos 
donde el juez de Distrito de este estado tuvo el descaro de echar abajo una 
resolución, de conformidad y titulación de bienes comunales aceptando las 
escrituras de Porfirio Díaz, aceptando a un supuesto dueño del cual nosotros 
habíamos presentado un acta de defunción del años d 1951…

XII. Novena reforma. Reforma judicial sistémica

Publicada el lunes 10 de agosto de 1987, siendo presidente: Miguel de la 
Madrid H. La reforma de esta fecha afectó los artículos 73, 94, 97, 101, 104 
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y 107. Iniciativa presidencial leída en la Cámara de Senadores el 27 de abril 
de 1987.31

Es una reforma judicial sistémica. Una explicación muy clara sobre el 
objetivo general de esta reforma la encontramos en el dictamen presentado 
a la Cámara de Diputados en la sesión del 27 de abril de 1987, en él se hizo 
una exposición transversal del asunto, primero se dejó claro que el objetivo 
de la reforma era modificar la relación de competencias entre la Suprema 
Corte y los Tribunales colegiados, y por el otro se calificó la modificación 
planteada como el paso de una dimensión cuantitativa a una cualitativa, que 
significa un esquema nuevo.

La relación entre estos dos órganos judiciales estaba planteada en razón 
de criterios: a) cuantía del negocio; b) naturaleza de la pena, o c) caracterís-
ticas particulares de los asuntos judiciales.

En este sentido, el salto cualitativo significó reconocer la necesaria exis-
tencia de una nueva distribución de competencias basada en una división en-
tre lo legal y lo constitucional. Es así que se le otorgó a la Suprema Corte la 
facultad de constitucionalidad y a los tribunales colegiados la de legalidad.32

Alrededor de esta idea principal residen una serie de modificaciones que 
señalamos a continuación:

En cuanto al artículo 94, se agregaron como depositarios del ejercicio del 
Poder Judicial Federal, los tribunales colegiados y unitarios de circuito de-
jándose hacer la especificación por materias de cada tribunal. Se dejó como 
una posibilidad el que la Suprema Corte de Justicia tenga entre sus miembros 
a cinco ministros supernumerarios, también se agregaron dos párrafos en los 
cuales se indicó la división en circuitos, el número y jurisdicción territo-
rial, la especialización por materia de los tribunales colegiados y unitarios y 
juzgados de circuito, se indico que estarían a cargo el Pleno de la Suprema 
Corte; igualmente se indicó que el Tribunal en Pleno tendría la facultad para 
emitir acuerdos generales.

31		 Cfr. Cámara de Diputados-LVII Legislatura, op. cit., t. VIII, 5a. ed., 2000, pp. 509-583.
32		 “Si analizamos las reformas al artículo 107 a la luz de las razones dadas por los ór-

ganos constituyentes, resulta que tuvieron como propósito darle a la Corte una función ex-
clusivamente constitucional. Cossío, José Ramón, op. cit., p. 60. Igualmente “…se inicia el 
proceso de especialización de la Suprema Corte de Justicia en un tribunal constitucional. A 
partir de entonces, la composición de la carga de trabajo de la Suprema Corte de Justicia se 
integrará por un mayor número de asuntos en donde se controvierten cuestiones relacionadas 
con los alcances y la interpretación de la Constitución. La mecánica de cambio implica que 
la Corte transfiere a los tribunales colegiados asuntos en donde no hay debate constitucional 
propiamente dicho y éstos, a su vez, le envían los casos que entrañan problemas constitucio-
nales”, op. cit., p. 175.
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En relación con el artículo 97, Primer párrafo: Se amplió a seis años el 
periodo en que estarían en el cargo los Magistrados de circuito y los jueces 
de distrito.

Párrafo segundo. Se eliminaron a los magistrados de circuito y jueces de 
distrito supernumerarios que eran nombrados para auxiliar a los tribunales 
o juzgados donde hubiere recargos de negocios.

En lo relativo al 101, se indicó que los ministros de la Suprema Corte de 
Justicia, los magistrados de circuito, los jueces de distrito y los respectivos 
secretarios, en caso de que tuviesen cargos no remunerados (antes se mane-
jaba como honoríficos) podrían aceptar y desempeñar el empleo o encargo 
de la Federación, los estados o los particulares

Ahora bien, en específico al artículo 107 se le hicieron las siguientes 
modificaciones.

Fracción III, inciso a: se indicó que el amparo también procedería en 
caso de resoluciones que pongan fin al juicio.

Fracción V, párrafo primero: en el primer párrafo se agregaron las reso-
luciones que pongan fin al juicio.

Se suprimió a la Suprema Corte de Justicia para promover ante ella el 
amparo, que se promovería ante el tribunal colegiado de circuito; también 
desapareció la mención a la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 
como distribuidora de competencias.

Inciso b: se agregaron las resoluciones que ponen fin al juicio y desapa-
recen los tribunales federales.

Se dispuso que Ley de Amparo señalaría a qué trámites se tendría que 
someter la Suprema Corte de Justicia.

Fracción VIII, inciso a: procede revisión cuando se impugne en la de-
manda de amparo por violatorios de la Constitución, leyes federales, loca-
les, tratados internacionales y reglamentos expedidos por el presidente de 
la República.

Inciso b: se indicó que sólo a petición del tribunal colegiado de circuito o 
del procurador la Suprema Corte de Justicia se podría conocer de amparos 
en revisión. También se señaló que de los casos no previstos se encargaría 
el tribunal colegiado de circuito, el cual emitiría sentencias que no admiten 
recurso.

Fracción XI. Se decretó que la suspensión cuando se trate de amparos 
directos solamente se pediría ante los tribunales colegiados de circuito. El 
agraviado debía presentar la demanda de amparo ante la autoridad respon-
sable con copias destinadas a todas las partes que intervengan en el proceso.
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XIII. Décima reforma. Mejorando las garantías  
constitucionales

Publicada en el Diario Oficial del viernes 3 de septiembre de 1993, siendo 
presidente Carlos Salinas de Gortari. Modificó los artículos 16, 19, 20, 107 
y 119. Iniciativa original del diputado Guillermo Pacheco Pulido, leída en la 
sesión del 2 de julio de 1993 en la Cámara de Diputados.33

La reforma tiene una idea general de modificar el sistema de garantías 
penales, por lo que obedece a un paquete que integra otros artículos consti-
tucionales, tal y como se puede bien resumir en el dictamen presentado a la 
Cámara de Diputados en la sesión del 17 de agosto de 1993:

Las iniciativas, materia del presente dictamen tienen como objetivos, 
buscar el perfeccionamiento de nuestras garantías individuales, la conse-
cuente salvaguarda de los derechos humanos en materia de procedimientos 
penales, considerando los ámbitos legítimos de actuación de la autoridad, 
tanto en la etapa indagatoria y persecutoria de los delitos, como en la etapa 
propiamente jurisdiccional de todo procedimiento de este orden.

En lo específico derogó la fracción XVIII del 107, cabe señalar que en 
la iniciativa original no se contemplaba esta modificación, al 107, fue has-
ta la propuesta del diputado Juan José Castillo Mota en la propia sesión 
primera, donde solicitaba la modificación igualmente de los artículos 19 
y 107. 

Es por ello, que ante la necesidad de lograr una reforma coherente en la 
materia a estudio y de una mejor sistemática constitucional y, fieles al espí-
ritu que motiva a la iniciativa original, los suscritos proponemos la reforma 
al artículo 19 y la derogación de la fracción XVIII del artículo 107 de nues-
tra Constitución.

La relación entre el artículo 19 y 107 sería expuesta por la propia inicia-
tiva de reformas del diputado Juan José y nos sirve para determinar el con-
texto de la reforma al 107 en comento:

Ante la observación de los representantes del Senado y de algunos miem-
bros de las comisiones unidas, se apreció la necesidad de reformar el artícu-
lo 19 por motivos de coherencia lo que sustenta en las siguientes razones:

a) 	 La necesidad de precisar que el plazo perentorio de setenta y dos 
horas sólo corre para el juez a partir de la puesta a su disposición 
del consignado.

33		 Cfr. Cámara de Diputados-LVII Legislatura, op. cit., t. III, 5a. ed., 2000, pp. 417-559.
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b) La conveniencia de sustituir el concepto de cuerpo del delito por el 
de acreditación de los elementos que integran el tipo penal.

c) 	 Para trasladar lo dispuesto en los párrafos primero y segundo del 
artículo 107 fracción XVIII al artículo 19, lugar de su correcta ubi-
cación constitucional.

En relación con el artículo 107 fracción XVIII, además del traslado men-
cionado en el inciso anterior, se considera conveniente el cambio de ubi-
cación de sus párrafos tercero y cuarto al artículo 16 constitucional, con lo 
que, se logrará una mejor precisión en lo que hace a la referencia temporal 
de los actos de molestia realizados por la autoridad administrativa en ma-
teria penal.

Dos razones para la reubicación planteada se darían en los dictámenes 
preparados en la Cámara de diputados, nos interesa primordialmente el 
segundo, la dimensión asistemática de la inserción del texto en el 107, un 
artículo en donde las primeras 17 fracciones se referían a la materia de am-
paro, no tenía cabida una disposición que hablara sobre detención y plazos 
de recepción para justificarla por parte de alcaldes y carceleros.

En este sentido podemos concluir que las reformas de esta fecha obede-
cieron más bien a un rediseño de las garantías penales que a una modifica-
ción sustancialmente en materia de amparo.

XIV. Décima primera reforma. Distrito Federal

Publicada en el Diario Oficial del lunes 25 de octubre de 1993, siendo pre-
sidente Carlos Salinas de Gortari. La reforma afectó los artículos 31, 44, 73, 
74, 76, 79, 89, 104, 105, 107, 119 y 122. Iniciativa presidencial leída en la 
sesión del 6 de julio de 1993 en la Cámara de Diputados.34

Esta reforma en lo general determinó el marco constitucional del Dis-
trito Federal, y en lo específico para la materia de amparo, podemos decir 
que tuvo un efecto de rebote, la aparición de nuevas autoridades implicó la 
participación de estas en la esfera potencia de afectación a garantías indivi-
duales y por tanto debía ser contemplado en las hipótesis del artículo 107, 
específicamente se consideraron los reglamentos de leyes locales expedidas 
por el Distrito Federal.

34		 Cfr. Cámara de Diputados-LVII Legislatura, op. cit., t. V, 5a. ed., 2000, pp. 765-1019.
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En cuanto a lo primero ilustrativo nos resulta lo indicado en la iniciativa 
del presidente que fuera leída en la sesión del 6 de julio de 1993 en la Cá-
mara de Diputados:

Gobernar la ciudad de México, manteniendo consensos y fortaleciendo la ca-
pacidad de respuesta a los problemas, requiere la construcción de relaciones e 
instituciones nuevas. Las prácticas de gobierno en el Distrito Federal, al reco-
nocer el pluralismo, han ampliado el ejercicio de las libertades y la cercanía 
del gobierno con los ciudadanos. Ahora, un paso de gran trascendencia hacia 
el fortalecimiento de la vida democrática en el país, será transformar la actual 
forma de gobierno de la administración pública federal en una nueva estruc-
tura institucional que garantice la seguridad y la soberanía de los poderes de 
la Unión y, a la vez, la existencia de órganos de gobierno del Distrito Federal 
representativos y democráticos.

Acerca de las afectaciones al artículo 107 constitucional la exposición de 
motivos citada señalaría: 

Con respecto a los artículos 105 y 107 fracción VIII inciso a, se proponen las 
modificaciones apropiadas para dirimir las controversias que se susciten, por 
razones de constitucionalidad, sobre los actos y leyes de los órganos especí-
ficos del Distrito Federal, en relación con los estados, entre sí, o frente a las 
leyes federal y del Distrito Federal.

XV. Décima segunda reforma. Seguridad pública,  
procuración y administración de justicia

Publicada en el Diario Oficial del sábado 31 de diciembre de 1994 siendo 
presidente Ernesto Zedillo Ponce de León, modificó los artículos 21, 55, 73, 
76, 79, 89, 93, 94, 95, 96, 97, 98, 99, 100, 101, 102, 103, 104, 105, 106, 107, 
108, 110, 111, 116, 122 y 123. Iniciativa presidencial leída en la sesión del 16 
de diciembre de 1994 en la Cámara de Senadores.35

La reforma en comento, tuvo como sistema de modificación constitucio-
nal, tres grandes ejes: 1. Rediseño del sistema de seguridad pública, para 
plantear las bases de coordinación de competencias entre Federación, Dis-
trito Federal, estados y municipios. 2. Reorganización del Poder Judicial, 
en cuanto a la Suprema Corte, una nueva composición y facultades, con el 
objetivo de diseñarla para funcionar como una jurisdicción constitucional y 

35		 Cfr. Cámara de Diputados-LVII Legislatura, op. cit., t. XII, 7a. ed., 2006, pp. 9-278.
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en consecuencia la creación del Consejo de la Judicatura Federal. 3. Modi-
ficaciones al procurador general de la República y a la viabilidad de las im-
pugnaciones de resoluciones del Ministerio Público respecto al no ejercicio 
y desistimiento de la acción penal.36

Ahora bien, en lo específico, algunos temas considerados en esta refor-
ma son: 1. Llevar a sus últimas consecuencias el principio de supremacía 
constitucional, modificando el procedimiento de amparo, las controversias 
constitucionales y creando las acciones de inconstitucionalidad. 2. Traspa-
so de las atribuciones administrativas de la Suprema Corte al Consejo de la 
Judicatura Federal.37 3. Un procedimiento nuevo para la designación de los 
ministros. 4. Creación de instrumentos para controlar la legalidad de las re-
soluciones de no ejercicio de la acción penal. 5. Establecimiento de las Ba-
ses de un Sistema Nacional de Seguridad Pública. 6. Un elemento que por 
su relación causal con la siguiente reforma no podemos dejar de mencionar 
es lo relativo a la facultad dada a la Suprema Corte, mediante el párrafo 
sexto del artículo 94 para expedir acuerdos generales, que en esta ocasión 
amplió la posibilidad a los tribunales colegiados, con la hipótesis de “en los 
asuntos en los que hubiere establecido jurisprudencia”.38

36		 José Antonio Caballero comenta “La reforma planteada era la respuesta a una diversi-
dad de cuestiones. En primer lugar, parecía necesario ejecutar una profunda renovación en la 
cabeza del poder judicial federal. La Suprema Corte de Justicia no pasaba por un buen mo-
mento. En segundo lugar, la reforma plantea el fortalecimiento de la justicia en consonancia 
con la idea de la consolidación de una economía mixta. Desde esta perspectiva, se esperaba 
que la transformación produjera un poder judicial eficiente y capaz de dar seguridad jurídica 
a la sociedad mediante la solución eficiente de los conflictos. En tercer lugar, se diseña un 
poder judicial capaz de convertirse en el árbitro supremo de los conflictos en México. Esta 
circunstancia es especialmente importante. México se reconoce como un país plural en el 
que conviven diferentes modos de entender la vida y la sociedad. La llegada de la pluralidad 
a la arena política desplazó al presidente de la república como árbitro de todos los conflic-
tos. En esas circunstancias el modelo de justicia constitucional bajo el resguardo del Poder 
Judicial federal se presenta como una clara alternativa para el cambio. El lenguaje de los 
conflictos en México empezó a desplazarse de la arena política a la arena jurídica”, op. cit., 
p. 178. Igualmente Cfr. José Ramón Cossío, op. cit., pp. 63-65.

37		 Cfr. Melgar Adalid, Mario, El Consejo de la Judicatura Federal, México, Porrúa, 
1997, en donde encontramos, “La creación del CJF y del Consejo de la Judicatura del Dis-
trito Federal, así como los consejos de las judicaturas locales o estatales que, eventualmente, 
los estados de la Federación crean dentro del esquema de su organización judicial, son parte 
del principio de independencia judicial que eleva al Poder Judicial al sitial de auténtico po-
der que le corresponde, equiparado al Ejecutivo y al Legislativo. La figura del consejo de la 
judicatura constituye una verdadera revolución judicial, académica y política en cuanto a la 
organización administrativa y de gobierno del Poder Judicial”, p. 72

38		 “La reforma judicial de 1994, derivó de una campaña política en que los candidatos 
más sobresalientes —Ernesto Zedillo, Cuauhtémoc Cárdenas y Diego Fernández— presen-

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



273lA evolución constitucional del amparo en méxico

UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, Revista Mexicana de 
Historia del Derecho, XXVIII, pp. 245-279

En cuanto a las implicaciones en el amparo, la reforma provocó modi-
ficaciones a los dos artículos constitucionales relativos al amparo: 1. En 
cuanto al 103, significamos que es la única vez que se ha modificado éste, 
Se reformaron las fracciones II y III. 2. En lo relativo al artículo 107, la mo-
dificación de las fracciones V, VII, XI, XII, XIII y XVI. 

En lo general las modificaciones obedecen a tres objetivos.

1. 	 La aparición de los tribunales unitarios como autoridades para co-
nocer de Juicios de Amparo, en los supuestos de que otro tribunal 
de su especie sea la autoridad responsable.

2. 	R egular el cumplimiento sustituto de las resoluciones de amparo, 
para los casos de incumplimiento o repetición del acto reclamado, 
con la condición de que la ejecución de la resolución en sus térmi-
nos, pudiere afectar gravemente a la sociedad o a terceros en mayor 
proporción que los beneficios económicos que pudiere obtener el 
quejoso, quien igual podría solicitar dicho cumplimiento sustituto.

3. 	 La procedencia del amparo contra las decisiones del Ministerio Pú-
blico sobre el no ejercicio de la acción penal.39

taron en su oferta, propuestas de cambio sobre el tema de justicia. Los planteamientos se 
referían tanto a la procuración como a la administración de justicia, con especial énfasis en 
la reforma al Poder Judicial, por una parte, y a los órganos encargados de la procuración de 
justicia y la prevención del delito, por la otra”. Melgar Adalid, Mario, op. cit., p. 71.

39		 Como señalaría el constituyente (diputada) María del Carmen Segura Rangel: “Cuan-
do determine el no ejercicio de la acción penal, es porque no se comprobaron los elementos 
del tipo no la probable responsabilidad. Pero sucede en muchas ocasiones, que no se inte-
gra debidamente el expediente, por ineptitud de la autoridad investigadora o por deliberada 
equivocación, como forma de corrupción. ¿Cuál es hasta ahora la vía que tiene el agraviado 
contra el no ejercicio de la acción penal? La vía de amparo la Suprema Corte de Justicia la 
declara improcedente por considerar que el acto no viola garantías individuales y porque 
el Ministerio Público, a juicio de la corte, ya no tendría la exclusividad del ejercicio de la 
acción penal, había injerencia de la autoridad judicial. Actualmente existe un recurso admi-
nistrativo interno que prevé el artículo 133 del Código Federal de Procedimientos Penales, 
para que el denunciante querellante u ofendido, puedan recurrir al Procurador General de 
la República, quien oyendo el parecer de sus agentes, decide en definitiva, si debe o no 
ejercitarse la acción penal. En la realidad este recurso es ineficaz y deja al particular sin la 
posibilidad de obligar al Ministerio Público a ejercitarla cuando indebidamente se hubiese 
negado a hacerlo”. Cámara de Diputados, sesión del 21 de diciembre de 1994 (t. XII, 7a. ed., 
2005, p. 236).
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La afectación por artículos fue la siguiente. En cuanto al artículo 103:
Fracción II. Se agregó la esfera de competencia del Distrito Federal, por 

tanto los Tribunales de la Federación resolverían toda controversia que se 
pudiesen dar en ella.

Fracción III. Se agregaron las leyes o actos de las autoridades de los 
estados y del Distrito Federal dentro de la obligación de los tribunales de 
la Federación para resolver las controversias que se pudiesen dar en ellos.

En cuanto al 107, ffracción V, último párrafo: se indicó que sería a peti-
ción o de oficio del tribunal colegiado de circuito o del procurador general 
que la Suprema Corte de Justicia podría conocer de los amparos directos.

Fracción VIII, párrafos primero y penúltimo: se agregaron las sentencias 
que pronuncien en amparo los tribunales unitarios de circuito y se sustitu-
yó a las “características especiales” del amparo en revisión por el “interés 
y trascendencia” del amparo en revisión de la Suprema Corte de Justicia.

Fracción XI. Se agregaron a los tribunales unitarios para conocer de la 
suspensión en los casos en que no se trate de la suspensión de amparos di-
rectos promovidos ante los tribunales colegiados de circuito.

Fracción XII, párrafo primero y segundo: se agregó al tribunal unitario 
de circuito para aceptar las reclamaciones de la violación de las garantías de 
los artículos 16 en materia penal, 19 y 20.

Fracción XIII, párrafo primero: se adicionó a la Sala como una indicada 
para que también pudiera participar en la decisión de la tesis que prevalezca 
como jurisprudencia.

Fracción XVI. Se agregó la indicación de que sería inexcusable el cum-
plimiento de lo indicado por la Suprema Corte de Justicia.

Si fuera excusable la Suprema Corte de Justica otorgaría un plazo para 
ejecutar la sentencia. Se adicionó un segundo y tercer párrafo. En el segun-
do párrafo se indicó que la Suprema Corte de Justicia, una vez determinada 
la repetición del acto o el incumplimiento del acto reclamado, podría dis-
poner del cumplimiento substituto de las sentencias de amparo, se indicó 
que también el quejoso podría solicitar el cumplimiento substituto de la 
sentencias de amparo ante el órgano correspondiente, siempre y cuando se 
le permita. En el párrafo tercero se indicó que la inactividad procesal o la 
falta de promoción de parte de parte interesada producirán la caducidad de 
las sentencias de amparo.
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XVI. Décima tercera reforma. Surgimiento del Tribunal 
Constitucional en México

Publicada el viernes 11 de junio de 1999, siendo presidente Ernesto Zedillo 
Ponce de León. Afectó los artículos 94, 97, 100 y 107. Iniciativa presidencial 
cuyo dictamen de comisiones en el senado fue leído en la sesión del 27 de 
abril de 1999.40

Esta es una reforma sistémica que tuvo un doble objetivo: 1. Perfeccionar 
la función de la Suprema Corte como Tribunal Constitucional. 2. Reordenar 
algunas cuestiones del gobierno y administración del Poder Judicial.41

En cuanto al segundo objetivo apuntado, básicamente se dirigió a ajustar 
la posición del Consejo de la Judicatura dentro de la estructura del Poder 
Judicial, su conformación y su relación frente a la Suprema Corte y al Tri-
bunal Electoral. En este sentido, se determina la relación presupuestal, esta-
bleciéndose que el Consejo de la Judicatura y estos dos órganos judiciales, 
criterios para la elección de los Consejeros de la judicatura

Siguiendo el espíritu de la reforma de 1994, esta modificación pretendió 
otorgar mayor posibilidad de calidad en la actuación de Suprema Corte, de-
bido a que implantó un filtro más para que esta conociera en materia de am-
paro, la llamada “importancia y trascendencia”, conjuntadas las reformas al 
artículo 94 párrafo sexto y al 107 fracción IX, otorgar la posibilidad de que 
mediante acuerdos generales la Corte determine cuáles asuntos, en revisión 
de amparo, conocería ella misma y cuáles asuntos de amparo resueltos por 
los Tribunales Colegiados, no aceptarían recurso alguno, como señala el 
dictamen presentado a la Cámara de Senadores el 27 de abril de 1999:

En cuanto a la fracción IX del artículo 107 constitucional, la iniciativa ex-
plica que con dicha reforma se pretende que la Suprema Corte de Justicia 
conozca de la revisión de amparo directo, solamente cuando las resoluciones 
pronunciadas por los tribunales colegiados decidan sobre la inconstituciona-
lidad de una ley o establezcan la interpretación directa de un precepto cons-
titucional de una ley, cuya resolución signifique, a consideración de propia 
Corte, la fijación de un criterio de importancia y trascendencia.

40		 Cfr. Cámara de Diputados-LVII Legislatura, op. cit., t. XIII, 7a. ed., 2006, pp.127-164.
41		 Cfr. Cossío, José Ramón, op. cit., pp. 70-76.
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XVII. Décima cuarta reforma. Resolviendo temas pendientes

Fue publicada el 6 de junio de 2011 y modificó los artículos 94, 103, 104 
y 107. Esta reforma, la más importante en los últimos años,42 tiene como 
objetivo modificar sistemáticamente el sistema de justicia constitucional en 
nuestro país, en especial el amparo como juicio de protección de derechos 
humanos, o al tenor de las palabras de la exposición de motivos: “Su objetivo 
es fortalecer y perfeccionar al Poder Judicial de la Federación y consolidar 
a la Suprema Corte de Justicia de la Nación como tribunal constitucional, 
permitiéndole concentrarse en asuntos que revisten la mayor importancia y 
trascendencia constitucional”.43

Un aspecto importante devenido de la dimensión general de esta mo-
dificación, es la posibilidad de tramitar prioritariamente las controversias 
constitucionales y acciones de inconstitucionalidad promovidas por las cá-
maras del Congreso y el Ejecutivo federal, justificando la urgencia aten-
diendo al orden social o el interés público. Es importante indicar que duran-
te el proceso de análisis en el Constituyente Permanente, en la sesión del 10 
de diciembre de 2009, se hizo una reserva para considerar la posibilidad de 
ampliar las autoridades que gozarían de este privilegio, pero la propuesta 
no fue admitida a discusión.

Ahora bien, realmente el impacto fundamental de la reforma se dio, 
como se ha dicho, en el mejoramiento del amparo, en ese sentido los aspec-
tos medulares de la reforma son:

1. Ampliar su objeto para proteger derechos humanos en tratados inter-
nacionales. La reforma se refiere de manera genérica en el 103 fracción I a: 
“los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte”, pero 
textos muy interesantes en cuanto a su protección se ventilaron durante el 
proceso de análisis de la reforma, como el siguiente:

Los tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se sus-
cite por normas generales, actos u omisiones de autoridad que violen las 
garantías que consagra esta Constitución, con independencia de su carácter 
individual o social, o los derechos humanos que protegen los instrumentos 
internacionales en la materia que estén de acuerdo con la propia Constitu-

42		 “La reforma al juicio de Amparo más importante que se haya realizado en nuestro país 
en los últimos 25 años”, señalaría el senador Pedro Joaquín Coldwell en su intervención para 
la defensa del dictamen. Cámara de Senadores, Diario de los Debates, jueves 10 de diciem-
bre de 2009. 

43		 Cámara de Diputados, Diario de los Debates, martes 7 de diciembre de 2010, p. 62
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ción, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con 
aprobación del Senado.

Para la resolución de las controversias previstas en este artículo, los tri-
bunales de amparo tomarán en consideración los criterios emitidos por los 
órganos de los sistemas internacionales y regionales de derechos humanos 
a los que México esté integrado, siempre que ello no contradiga las dispo-
siciones de esta Constitución y redunde en una ampliación de su ámbito 
protector.

Los tribunales deberán dar plena efectividad a los derechos económicos, 
sociales y culturales en las dimensiones que sean directamente aplicables, 
y deberán fijar los efectos del amparo de modo que permitan maximizar su 
efectividad jurídica respecto del quejoso, no obstante el margen de libertad 
regulativa que el legislador retiene respecto de los mismos.44

En este sentido, la reforma de amparo tiene que ser vista en coordina-
ción con la reforma constitucional de cuatro días después, el 10 de junio 
de 2011,45 la “reforma en derechos humanos”, pues con ella comparte la 
adopción de los estándares internaciones de derechos humanos y la defensa 
de los contenidos en los tratados internacionales ratificados por México.46

2. Resolver no solamente sobre actos, sino omisiones de la autoridad que 
violen derechos humanos y sus garantías; 

3. Establecer el amparo adhesivo: “dando la posibilidad a la parte que 
haya obtenido sentencia favorable y a la que tenga interés, en que subsista 
el acto de promover el amparo con el objeto de mejorar las consideraciones 

44		 Intervención del senador Ricardo Monreal Ávila. Cámara de Senadores, Diario de los 
Debates, jueves 10 de diciembre de 2009. Igualmente sobre este tema se referiría el senador 
René Arce: “La reforma a la fracción I del artículo 103 constitucional representa, sin duda, 
un avance significativo de nuestro país en materia de reconocimientos y protección a los 
derechos humanos, así como en el cumplimiento de las obligaciones contraídas en la materia 
por nuestro país a nivel internacional”.

45		 Cfr. Collí Ek, Víctor Manuel, Improving Human Rights in Mexico: Constitutional Re-
forms, International Standards, and New Requierement for Judges, Human Rights Brief, 
USA, vol. 20, Issue 1, Fall 2012, 7-14.

46		 El 10 de junio de 2011, la Constitución mexicana recibió una modificación a once 
artículos —1, 3, 11, 15, 18, 29, 33, 89, 97, 102 y 105—, es una de los cambios más signifi-
cativos y esperados en México, el tema principal es el mejoramiento de la protección de los 
derechos humanos, con la adopción del principio pro homine y los estándares internaciona-
les, el cambio de denominación, de “garantías individuales” a “derechos humanos”, entre 
otros aspectos. El origen de la modificación, es una serie de iniciativas tanto en diputados 
y en senadores que en coordinación con los esfuerzos de la “Reforma del Estado” de 2008, 
avanzan sobre lo que en su momento se dictaminó como necesidades de reforma en materia 
de protección de derechos humanos en México.
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de la sentencia definitiva, laudo o resolución que pone fin al juicio que de-
termina una solución favorable a sus intereses”.47

4. Para la procedencia del amparo, introducir la figura más abierta del 
interés legítimo lo que permite el establecimiento de amparos colectivos o 
como en la doctrina anglosajona se denominan class action.48

5. La posibilidad de que la Corte emita una declaración de carácter gene-
ral en juicios de amparo indirecto en revisión por jurisprudencia y sobre la 
inconstitucionalidad de una norma general, exceptuando a las de naturaleza 
tributaria. Se propone que sean por medio de una decisión en la Corte de 
8 votos, ahora bien, el senador Pablo Gómez explica porqué este número, 
haciendo referencia a la votación calificada para modificar la Constitución 
de dos terceras partes de los miembros presentes del Congreso y dado que 
se trata de la interpretación de la norma suprema.49

6. El fortalecimiento del federalismo judicial, restringiendo la posibili-
dad de que los jueces federales conozcan de sentencias de los jueces loca-
les, a asuntos de estricta constitucionalidad. Esta modificación sigue el ob-
jetivo de fortalecer la autonomía judicial estatal, mediante la armonización 
de las competencias de las autoridades judiciales. Se conserva el control de 
la constitucionalidad directa sobre los actos de los tribunales locales, fija-
dos criterios de importancia y trascendencia, pero restringiendo por tanto la 
posibilidad de revisar sus decisiones cuando se trate de constitucionalidad 
indirecta.50

47		 Cámara de Diputados, Diario de los Debates, martes 7 de diciembre de 2010, p. 63.
48		 Como se dice en la exposición de motivos: “permitiendo que se constituya como que-

joso en el amparo, aquella persona que resulte afectada por un acto que violente un derecho 
reconocido por el orden jurídico o, no violentando directamente el derecho, se afecte la 
situación jurídica derivada del propio orden jurídico”. Cámara de Senadores, Diario de los 
Debates, jueves 10 de diciembre de 2009.

49		 Intervención del senador Pablo Gómez, idem.
50		 Cámara de Diputados, Diario de los Debates, martes 7 de diciembre de 2010, p. 63. 

De acuerdo con la exposición de motivos, esto se da gracias a varios factores como la in-
tegración de los poderes judiciales con juristas de reconocido prestigio, elevados niveles 
de eficacia, al igual que una serie de interpretaciones de la Suprema Corte que han sido 
protectoras de la independencia judiciales estatal. Sobre este último elemento véase Collí 
Ek, Víctor Manuel, La magistratura estatal. Evolución, consolidación y defensa en la in-
terpretación constitucional de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, México, Porrúa, 
2010. Sobre el desarrollo del Federalismo Judicial en México, sus acepciones, necesidades y 
evolución, véase Collí Ek, Víctor Manuel, “Federalismo judicial en México. Concepciones, 
evolución y perspectivas”, Revista de Estudios Federales y Autonómicos, Cataluña, España, 
núm. 17, abril de 2013, pp. 107-145. Dice sobre esta modificación la exposición de motivos 
en Cámara de Diputados: “El objetivo que se pretende alcanzar con la presente pro- puesta es 
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7. Los plenos de circuito. La finalidad de esta figura de autoridad es 
evitar contradicciones de interpretación entre tribunales colegiados de un 
mismo circuito.51

8. Suspensión del acto reclamado. Se privilegia la libertad del juez para 
otorgarla, pero ponderando los elementos de: la no afectación del bien so-
cial, el orden público y la apariencia del buen derecho.

9. Ejecución de las sentencias de amparo. Se elimina la “declaración de 
procedencia” para que la Suprema Corte pueda separar a la autoridad y con-
signarla ante el juez de distrito En los casos de: incumplimiento no justifica-
do de la sentencia de amparo, o repetición de actos reclamados.

Por último, es importante señalar que de acuerdo con el artículo segun-
do transitorio del decreto de reformas analizado: “El Congreso de la Unión 
expedirá las reformas legales correspondientes dentro de los 120 días pos-
teriores a la publicación del presente Decreto”, esto es, al 4 de octubre de 
2011 debió de expedirse la Ley de Amparo y demás disposiciones relativas, 
lo que no sucedió, y en vista de esto, la Suprema Corte los días 3 y 4 del 
mismo mes, a efecto de dar cumplimiento a los contenidos de la reforma 
emitió dos acuerdos: a) instrumento normativo por el que se modifican di-
versos puntos del Acuerdo General Plenario 12/2009 relativo a las atribu-
ciones de los tribunales colegiados de circuito al ejercer la competencia 
delegada para conocer de los incidentes de inejecución de sentencia y re-
petición del acto reclamado, y b) Acuerdo General 11/2011, relativo a la 
declaración de inconstitucionalidad.

Fue hasta el 2 de abril de 2013, cuando se expidieron en el Diario Oficial 
de la Federación, la Ley de Amparo y reformas legales necesarias. Con 
esto, se estaba cumpliendo a destiempo con las disposiciones constitucio-
nales.

que se encuentre un equilibrio razonable entre la autonomía de los poderes judiciales locales 
y la facultad selectiva del Poder Judicial Federal para tramitar sólo aquellos amparos direc-
tos que ameriten ser examinados por la justicia federal, a fin de que entre ambos extremos se 
logre un nuevo sistema que reduzca significativamente su procedencia y, en la misma medi-
da, con prudencia, fortalezca las decisiones de los tribunales de los estados. La confluencia 
de estos dos elementos desembocan en un criterio básico que permite armonizarlos, que es 
el de importancia y trascendencia”.

51		 “La Suprema Corte de Justicia mantendría la competencia para conocer de: a) Las 
controversias entre plenos de distintos circuitos; b) entre plenos en materia especializada de 
un mismo circuito, o c) entre tribunales de un mismo circuito con distinta especialización. 
Esto asegura que sea la Suprema Corte el órgano terminal para establecer las interpretacio-
nes, evitando así una potencial dualidad y oposición entre la interpretación constitucional y 
la legal.” Cámara de Diputados, Diario de los Debates, martes 7 de diciembre de 2010, p. 63.
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